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RESUMEN: La sentencia comentada es otro exponente de la abultada jurisprudencia existente en torno a los
términos de uso de los medios informaticos propiedad de la empresa para la distribucién de informacién
sindical. En el supuesto de hecho, existia un acuerdo colectivo que pautaba los términos de reconocimiento
y la empresa decidi6 establecer algunas restricciones adicionales, limitando, con esta decisién, el derecho



del sindicato demandante al envio de informacién sindical, restringiéndolo a los centros de trabajo en los
que tenia acreditada su presencia.

ABSTRACT: The case is another example of the bulky existing case law regarding the availability of online
bulletin boards. In the course of fact, there was a collective agreement with the terms of use but the
company decided to establish some additional restrictions, limiting the right of minority unions in order to
send any information to the employee.
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El reforzamiento selectivo del derecho de libertad de expresién en relacién a los representantes legales de
los trabajadores supone “un especifico régimen juridico para el ejercicio del mismo que se caracteriza,
precisamente, por la facilitacién a éstos de todo un conjunto de medios instrumentales legalmente
determinados que posibiliten aquél. Y ello con el doble objeto de procurar la defensa del interés colectivo
que representan, y proceder al control de la actividad empresarial, dos polos de una misma finalidad, que
no es otra que la propia de los érganos de representacién”?). Para garantizar la efectividad de este derecho,
el legislador arbitra, como es de sobra conocido, diversos medios instrumentales que el empresario debe
poner a disposicién de los representantes legales, a saber: un local de actividades y un tablén de anuncios
en el que tanto representantes unitarios —-‘~art. 81 ““ET - como sindicales -“¥art. 8.2 ¢) ““LOLS- podran fijar
las comunicaciones que estimen convenientes, debiendo anticipar que la referida regulacién se muestra
claramente insuficiente ante la evidente consolidacién de los medios informaticos® como mecanismo
habitual de comunicacién. La sentencia que aqui se comenta es uno de los ultimos exponentes de la elevada
conflictividad judicial que genera esta materia.

La misma resuelve una demanda planteada por la CONFEDERACION GENERAL DEL TRABAJO (CGT) contra
Corporacién RTVE en la que se dirime la legalidad del acuerdo alcanzado entre el Ente Publico y el comité
intercentros para pautar los términos de uso de los medios informdticos que la Corporacién iba a poner a
disposicién de los sindicatos, el cual establecia un régimen diferenciado de atribucién en funcién de la
representatividad sindical. En lo que hace al reparto de los equipos fisicos y hardware se prevé que los
mismos se distribuirdn entre todos los sindicatos, fijAndose un «minimo para los sindicatos no mayoritarios
pero con presencia en el comité intercentros» al tiempo que se garantiza que todos los sindicatos, aun no
integrantes del comité, dispondrian de una cuenta de correo electrénico para remitir la informacién
sindical que consideren pertinente.

Consta en los hechos probados que el sindicato actor no tiene presencia en el Comité Intercentros, pero si en
los comités de empresa de Madrid, Barcelona y Canarias y también que hasta marzo de 2014 pudo enviar
correos electrénicos desde su cuenta a todos los trabajadores de la empresa. Tras dicha fecha, la direccién
de la empresa informo al sindicato que habia establecido un filtro de manera que desde su cuenta de correo
solamente podia efectuar envios masivos a los grupos de usuarios territoriales de Madrid, Barcelona y
Canarias, ambitos donde cuenta con representacion.

Para enjuiciar la legalidad de esta actuacién empresarial, debemos recordar la pauta interpretativa basica
que en relacion a esta materia ha sido elaborada por el maximo intérprete constitucional en la celebérrima

STC 281/2005 (RTC 2005, 281) que recuerda que la consolidacién de las nuevas tecnologias como medio
habitual de comunicacién requeriria una evidente reformulacién de los medios instrumentales previstos en
la legislacién «sindical» y asi, teniendo en cuenta tanto la finalidad de la norma como la realidad social, la
referencia al tablén de anuncios deberia integrar cualquier soporte -fisico o virtual- que permita difundir



informacién sindical, protegiendo, de esta forma, el derecho a la informacién que asiste a los representantes
legales de los trabajadores.

Se podria colegir entonces que en aquellas empresas en las que por la actividad que desarrollan el tablén de
anuncios se manifieste inoperante en orden al fin que tiene encomendada, las mismas deberian venir
obligadas a suministrar sistemas de comunicacién por medios telemdticos®. Sin embargo, conviene
recordar que tanto la LOLS como el ET, sin perjuicio -claro estd- de lo que se establezca en el convenio
colectivo aplicable, no garantizan mds medios para facilitar la difusién de aquellos avisos que el tablén de
anuncios como soporte fisico sin que quepa inferir de este derecho ningin deber del empresario en lo que
hace a garantizar esta transmisién de informacién a través de medios teleméticos.

Ahora bien, ante la inadecuacién de la regulacién legal, han tenido que ser los érganos judiciales los que
han ido respondiendo de forma esencialmente casuistica a esta anomia, suponiendo un punto de inflexién
la sentencia constitucional referida pues aunque ciertamente la misma no aborda los medios instrumentales
si que tiene una proyeccién clarisima sobre los mismos. Conviene recordar que el pronunciamiento
constitucional, aun reconociendo que el derecho discutido no alcanza a garantizar que los medios
necesarios para el suministro de informacidén «sindical» tenga que ser un gasto asumido por el
empresario?, admitié que las redes tecnoldgicas preexistentes pudieran ser utilizadas por las instancias
sindicales siempre que este uso no suponga un carga excesiva para la empresa y establece, a estos efectos,
una triple limitacién:

En primer lugar, que el uso sea moderado, racional y no abusivo (teniendo que estar a cada caso concreto
para valorar la concurrencia de estas notas); en segundo lugar, que la comunicacién no perturbe la
actividad normal de la empresa (habida cuenta que estos medios son al tiempo una herramienta de trabajo)
y, en tercer lugar, que dicha utilizacién no ocasione gravdmenes econémicos adicionales para la empresa, es
decir, establece un uso condicionado de estas herramientas, de modo que los representantes legales de los
trabajadores (recuérdese que en el supuesto de hecho se cuestionaba su utilizacién por las secciones
sindicales de una conocida entidad bancaria) no pueden argiiir una interpretacién teleoldégica del tablén de
anuncios que establezca un derecho absoluto a utilizar los servidores de la empresa, siendo su coste
soportado por la empresa.

Justo al contrario, el derecho a la utilizacién por los representantes legales del servidor informdtico no se
adquiere por el consentimiento de su ejercicio, de forma que, a falta de convenio o acuerdo en el que se
pacte esta utilizacién, su uso debe ser expresamente consentido por la empresa.

La exigencia de un acuerdo expreso que paute los términos de uso es una préctica habitual en el derecho
comparado®. Buena prueba de la afirmacién anterior se evidencia en el art. L2142-6 Code du Travail que
contempla el derecho de los sindicatos a divulgar, siempre que medie un acuerdo de empresa, publicaciones
y circulares de naturaleza sindical, sea en una pégina incluida en la intranet de la empresa, sea a través de
su difusién a través de la mensajeria electrénica de la empresa®. En Espafia, también debe ser la
negociacién colectiva? la que, entrando a regular el ejercicio de este derecho de informacién telematica,
trate de pautar, entre otros, los siguientes aspectos: volumen de correo electrénico admitido (nimero,
tamafio, formato), la posibilidad o no de contar con un espacio en la intranet de la empresa, la titularidad
del derecho (secciones sindicales, representantes unitarios, ambos). Y aunque en el supuesto de hecho, se
habian pautado los términos de uso conforme a dos criterios:

a) Una atribucién directa de recursos a todos los sindicatos que tuviesen presencia en el comité
intercentros.

b) Una cldusula de garantia en el sentido de que todos los sindicatos presentes en la Corporacién
tendrian derecho a una cuenta de correo electrénico con la que podrian efectuar envios a todos los
trabajadores, lo cierto es que la empresa decidié, motu proprio, establecer un filtro en funcién de la



presencia probada del sindicato en cada centro de trabajo, siendo esta decisién la que estd en
cuestién pues a juicio del sindicato actor esta conducta vulnera el principio de neutralidad en los
parametros técnicos operativos de la red en tanto que se ha establecido «un filtro que impide la
remisién de mensajes desde la cuenta de correo electrénico del sindicato CGT a los trabajadores de la
empresa fuera de determinadas zonas geograficas, basdndose en la ausencia de representantes
electos del sindicato en los comités de empresa de dichas zonas».

Las diferencias entre sindicatos en lo que hace a los medios técnicos puestos a disposicién por el empresario
han de cumplir los requisitos de objetividad, adecuacién, razonabilidad y proporcionalidad exigidos por la
doctrina del TC referida, siendo esta la tesis asumida en la sentencia analizada pues la misma admitiendo,
claro estd, la legalidad del criterio utilizado, esto es, la atribucién de recursos en proporcién a la
representatividad sindical®, considera que «no aparece acreditado ningun fundamento razonable y
proporcionado que justifique la privacién al sindicato CGT de la posibilidad de realizar envios masivos de
correo electrénico a todos los grupos de correo, independientemente de su ubicacién territorial».

La privacién del derecho tampoco puede quedar justificada, a juicio de la sentencia, por la aplicacién de
criterios restrictivos en funcién de la representatividad pues hay que partir de que el derecho de
informacién sindical se refiere legalmente a todos los afiliados como minimo y, en su caso, a todos los
trabajadores sin que este derecho pueda quedar condicionado a la implantacién o presencia del sindicato en
los érganos de representacidn unitaria. Pero es que, ademds, no habiéndose acreditado que el envio a todos
los trabajadores produzca una limitacién de los medios disponibles, no estamos ante el problema de
distribuir medios escasos, que es lo que justificaria, dentro de los parametros anteriormente expuestos, la
aplicacién de diferencias en funcién de la representatividad ni tampoco puede servir como base el acuerdo
colectivo de 2012 ya referido, maxime cuando el mismo reconoce el derecho «a todos los sindicatos y no
solamente a aquellos presentes en los érganos de representacidon unitaria, ni se diferencia por razones
territoriales». Asi las cosas, la sentencia analizada considera que la decisién empresarial vulnera el derecho
de libertad sindical y a la igualdad de la Confederacién General del Trabajo, exigiendo la cesacién de la
conducta y abordando en la ultima parte de la sentencia analizada la pertinencia de una indemnizacién por
el dafio producido.

La AN partiendo de la doctrina elaborada por la Sala Cuarta del Tribunal Supremo (““STS 17.12.2013 [R]
2013, 8473], R° 109/2012) recuerda que «el “art. 15 ““LOLS establece, en términos imperativos, que «si el
organo judicial entendiese probada la violacién del derecho de libertad sindical, decretard... la reparacion
consiguiente de sus consecuencias ilicitas», debiendo concretarse en la sentencia los términos de
reparacién. Pues bien, el hecho de que la Corporacién no aporte razones «con una minima verosimilitud
sobre la eventual justificacion de la limitacion del derecho introducida», y debiendo atenderse también a la
finalidad disuasoria de la indemnizacién, llevan a la Sala a estimar «en una valoracién prudente del
equivalente pecuniario y del dafio moral y dentro de los limites de lo pedido, que es ajustado fijar una
indemnizacién de 1500 euros» en base a que:

La decisién empresarial supone una restriccién del derecho que asiste al sindicato actor sin que la
Corporacién haya podido acreditar su adopcién en base a criterios objetivos justificados en razones
organizativas o econdmicas.

Resulta entonces que el derecho del demandante a contar para uso sindical con un sistema de correo
electrénico se ve limitado por una decision que no tiene mds fin que el de establecer un tratamiento
diferenciado entre sindicatos sin que, ademads, estas restricciones se extiendan a otros sindicatos también
minoritarios, siendo esta conducta, en definitiva, la que se califica como lesiva de la libertad sindical,
fallando en el sentido referido, esto es, imponiendo la cesacién de la conducta y la reparacién del dafio.



Como se podra intuir, el fallo no deja de ser una solucién esencialmente casuistica, atendiendo a las
circunstancias concurrentes y tomando como referente la gufa sentada por el pronunciamiento
constitucional referido, lo que, sin duda, actualiza la necesidad de una reforma normativa que adecue el
marco vigente a la obvia consolidacién de las nuevas tecnologias como medio de transmisién de
informacién y cuya evidente generalizacién no ha tenido todavia hoy reflejo en la normativa sindical. Hasta
que dicha reforma se produzca, tendra que ser la negociacion colectiva la que paute los términos de uso si
bien el establecimiento de limites en funcién de criterios objetivos en modo alguno pueden comportar la
arbitraria exclusién de un sindicato, méxime cuando el TC ha sefialado que seria incompatible con la
efectividad del derecho fundamental la negativa del empresario a poner a disposicién de los sindicatos los
instrumentos de transmisién de informacién existentes en la empresa que resulten aptos y «cuyo empleo
sindical pueda armonizarse con la finalidad para la que hayan sido creados, lo que sucedera cuando la
negativa constituya una mera resistencia que no encuentre justificacién en razones productivas o en la
legitima oposicién a asumir obligaciones especificas y gravosas no impuestas al empresario, pues en esa
hipétesis de accién meramente negativa el acto de resistencia unicamente daria como resultado la
obstaculizacién del ejercicio fluido, eficiente y actualizado de las funciones representativas, sin ocasionar,
en cambio, provecho alguno» (F] 7 “9STC 281/2005 [RTC 2005, 281]).

Bajo estas premisas, se comparte el fallo de la sentencia ya que la Corporacién no pudo acreditar que la
operatividad del servicio se viese afectada por la autorizacién de envios a todos los trabajadores de la
empresa, especialmente cuando «no consta que exista una politica de la empresa distribuyendo entre los
sindicatos (lo que légicamente debiera hacerse en proporcién a su representatividad) unas cuotas de
capacidad en los servidores, ni politica de mantenimiento alguno sobre los archivos alojados en los mismos
en funcién de su antigiiedad, clasificacién, resultando que tales politicas, siempre en los términos
expresados de neutralidad, habrian de haber sido prioritarias, como forma de evitar incurrir en costes
indeseados».
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